
 
Buenos Aires, 22 de julio de 2026 

 

Informe OUBA Nº31 
​

  MILEI DE PROPIEDAD PRIVADA 
  UN AVANCE SOBRE LA SOBERANÍA Y LOS DERECHOS CIUDADANOS  

El proyecto de “Ley de Inviolabilidad de la Propiedad Privada” en debate 
parlamentario, impulsado por el Presidente Javier Milei  y el ministro de 1

Desregulación Federico Sturzenegger, busca blindar el derecho de propiedad 
como prácticamente absoluto, por encima de restricciones sociales, ambientales 
y colectivas: modifica leyes vigentes y abre paso a un proceso de extranjerización 
territorial sin precedentes, en el marco de la entrega soberana de recursos 
naturales en un país primarizado. 

 

 
 
   El ministro de Desregulación, Federico “el Coloso” Sturzenegger, como impulsor del 
desguace del Estado Nacional, le dio letra parlamentaria a otro proyecto “ómnibus” que 
afectará profundamente la vida y la noción de propiedad de toda la sociedad en múltiples 
niveles: el Gobierno Nacional pretende establecer profundos cambios respecto a 
expropiaciones (Ley 21.499), desalojos (Código Procesal Civil y Comercial y Código Civil 
y Comercial de la Nación), compra de tierra rurales por parte de extranjeros (Ley 
26.737) sancionada en 2011 y la última versión de la Ley de Manejo del Fuego, entre las 
principales normas afectadas  . 2

2https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/senado-tratara-el-proyecto-de-inviolabilidad-de-l
a-propiedad-privada-el-proximo-jueves/  

1https://www.cronista.com/economia-politica/milei-habla-en-la-bolsa-de-comercio-de-buenos-aires
-ante-empresarios/  
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   El pasado jueves 16 de julio, el Gobierno fracasó en el Senado en su tercer intento por 
impulsar la nueva ley , en un clima marcado por la reivindicación de la soberanía sobre 3

las Islas Malvinas que hicieron los jugadores de la Selección tras la victoria frente a 
Inglaterra, que terminó de inclinar la balanza entre los senadores que dudaban si 
acompañar o no la iniciativa oficialista. A esto hay que sumar, en la tercera que no fue la 
vencida, las actividades de concientización que vienen desarrollando diferentes 
organizaciones sociales, políticas y eclesiásticas durante este semestre, las que exacerbaron 
contradicciones entre legisladores del propio Gobierno y también de sus aliados. Sectores 
del peronismo trabajaron activamente para dejar al Gobierno sin los votos necesarios y 
Patricia Bullrich, jefa del bloque oficialista, optó por pasar a un cuarto intermedio y 
postergar la discusión, que pasó a un cuarto intermedio, hasta el próximo 6 de agosto. 
   Las modificaciones propuestas conllevan no solo flexibilizar el régimen existente, sino que 
también implican un debilitamiento de capacidades estatales y de la soberanía, así como de 
las potestades para comprender, establecer límites, monitorear e intervenir sobre la 
dinámica de la propiedad de la tierra en zonas con alto valor estratégico. 
   Se trata, en concreto, de una “ley de extranjerización”  que pone en riesgo el acceso 4

del pueblo argentino a los bienes comunes. Este giro favorece una mayor concentración y 
presión sobre el mercado de tierras: puede impulsar el aumento del valor en zonas de 
mayor demanda, dificultando el acceso para poblaciones locales, pueblos originarios y 
proyectos productivos. También deroga restricciones sobre zonas de frontera y espejos de 
agua, limitando la capacidad del Estado para declarar bienes de utilidad pública y 
propiciando la entrega de recursos vitales para el desarrollo del país.  
      A su vez, las modificaciones propuestas no deberían analizarse de manera aislada, sino 
en articulación con otras iniciativas recientes que tienden a reconfigurar el rol del 
Estado en la regulación del territorio y de los bienes comunes, tales como la 
derogación de la Ley 26.160 -de Emergencia de los territorios indígenas-, la reforma de 
la Ley de Glaciares y el Régimen de Incentivo para Grandes Inversiones (RIGI). 
   “El proyecto impulsado por el Gobierno representa un punto de inflexión regresivo en 
materia de soberanía territorial, que lejos de fortalecer derechos, debilita las capacidades 
estatales de regulación y profundiza la lógica de mercado sin contar, como contrapartida, 
con ningún tipo de control estatal. Por eso, más que una ley de protección, entendemos que 
se trata de una ‘ley de extranjerización’ que pone en riesgo el acceso del pueblo argentino a 
los bienes comunes”, indica Matías Oberlin, Doctor en Historia (FFyL-UBA) y 
coordinador del Observatorio de Tierras del Programa de Investigaciones sobre 
Historia Agraria (PRIHA - FCE-UBA) . 5

    Pablo Volkind, Doctor en Historia (FFyL-UBA), director del PRIHA y también  
coordinador del Observatorio, amplía: “El proyecto no introduce un ajuste técnico, sino 
que redefine el rol del Estado sobre la tierra y configura de nuevo, en los hechos, el sentido 
mismo del derecho de propiedad en la Argentina, ya que el Estado cede todo el control sobre 
ella. Esto resulta una excepción a nivel mundial y en la gran mayoría de los países, incluso 
en Estados Unidos, existe legislación -en diversos casos con rango constitucional- que 
garantiza la potestad estatal para regular, expropiar y controlar los bienes que considere 
necesarios en función de las necesidades sociales. En definitiva, se trata de un cambio de 
paradigma que, lejos de ampliar derechos, marca retrocesos en la forma de concebir la 
relación entre propiedad, Estado y sociedad. Los fundamentos aluden formalmente a la 

5 https://www.observatoriodetierras.ar/p/extranjerizacion-de-tierras-en-argentina.html  

4https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/crearon-un-mapa-sobre-extranjerizacion-de-tierras-en-el-p
ais-13-millones-de-hectareas-en-manos-foraneas/  

3https://www.pagina12.com.ar/2026/07/17/el-gobierno-fracaso-en-su-intento-de-rematar-el-territori
o-argentino/  
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necesidad de ‘resguardar la soberanía nacional’, aunque el contenido de las reformas 
propuestas está en las antípodas de ese objetivo. Las tierras que concentran recursos 
naturales estratégicos -como el agua, los minerales, los hidrocarburos, los bosques y las 
tierras fértiles- son esenciales para el desarrollo presente y futuro del pueblo argentino. 
Cuando estos recursos quedan en manos extranjeras, su explotación deja de responder a un 
proyecto nacional de desarrollo y pasa a subordinarse a los intereses económicos y 
geopolíticos de las grandes potencias”. 

  

¿QUIÉNES SE LLEVAN LA PARTE DEL LEÓN? 
 
   La derogación de la Ley de Tierras vigente apunta a habilitar compras en zonas con 
un valor natural y estratégico excepcional como lagos patagónicos de agua dulce, 
bosques nativos, cordillera con minerales críticos, áreas fronterizas sensibles 
–dejando la puerta abierta a la comisión de delitos graves de trata, contrabando y 
narcotráfico- y regiones a la vera de los grandes ríos o asentadas sobre acuíferos que 
abastecen a millones de personas.  
  El proyecto oficialista agrava las restricciones potenciales en el acceso a ríos, lagos, 
nacientes y caminos, afectando tanto el derecho al agua como usos sociales básicos, 
como el turismo, el deporte y el esparcimiento. 
   En relación con la tierra rural en particular, la normativa vigente la concibe como un bien 
cuyo acceso y control deben ser regulados. El proyecto, en cambio, reduce la intervención 
estatal a situaciones excepcionales. Se pasa de un esquema orientado a regular 
estructuralmente quién puede acceder y en qué magnitud, a otro que se limita a intervenir 
de manera puntual en casos específicos vinculados a Estados extranjeros. Mientras tanto, los 
grandes capitales privados internacionales -los principales actores del mercado- quedan 
fuera del alcance de la regulación, llevándose la parte del león. 

 

 
 Descripción de la imagen: Extranjerización de tierras por  www.observatoriodetierras.ar 

 
   Volkind analiza: “En esta línea, la implementación del RIGI, creado por la Ley 27.742 en 
2024, introduce un marco institucional que profundiza estas dinámicas. El régimen 
promueve la radicación de grandes proyectos -principalmente en sectores con 
potencial extractivo, como la minería, la energía y el petróleo- mediante beneficios 
fiscales, aduaneros y cambiarios, junto con esquemas de libre disponibilidad de 
divisas. De este modo, no solo se intensifican las actividades extractivas en territorios 

    



estratégicos, sino que se habilita que una parte sustantiva de la renta generada no 
quede en el país, debilitando su captación por parte del Estado y su circulación 
interna. Al exigir elevados montos mínimos de inversión, el RIGI se orienta 
principalmente a grandes capitales internacionales, reforzando los procesos de 
concentración y extranjerización de la tierra en las regiones donde se localiza. Así, la 
explotación de recursos por parte de capitales extranjeros provoca que las ganancias se 
transfieran fuera del país, profundizando la fuga de divisas. Esta dinámica refuerza una 
estructura económica dependiente que, de manera recurrente, empuja a la Argentina 
al endeudamiento externo para sostener esa salida de capitales”. 
   Para agregar ingredientes, los grandes actores económicos estructuran sus inversiones 
bajo esquemas que priorizan la protección de sus intereses a través de jurisdicciones 
externas (por ejemplo, mediante cláusulas que establecen la resolución de controversias en 
tribunales extranjeros, como los de Nueva York), lo que puede limitar la capacidad del 
Estado nacional para intervenir en eventuales conflictos. 
   Esta iniciativa del Ejecutivo les quita la propiedad a algunos para entregársela a otros: a 
los capitales extranjeros. ¿Cómo lo instrumenta? En concreto, el nuevo proyecto redefine el 
problema de la extranjerización de la tierra de manera tal que reduce sustantivamente su 
alcance. Mientras que la normativa vigente (Ley 26.737) adopta una definición amplia -que 
incluye tanto a personas físicas extranjeras como a estructuras societarias con participación 
extranjera directa e indirecta-, el proyecto restringe esta categoría exclusivamente a Estados 
extranjeros y a entidades en las que estos tengan participación (artículos 29 y 30). Este 
corrimiento no es menor: en la práctica, las adquisiciones por parte de Estados son 
excepcionales, mientras que el fenómeno está dominado por grandes capitales privados que 
operan a través de sociedades y vehículos jurídicos complejos.  
    Cabe señalar que este proceso no comienza ahora, ya que durante el gobierno de Mauricio 
Macri se habían introducido modificaciones que flexibilizaron la ley, debilitando los 
mecanismos de control, por ejemplo, limitando la articulación entre organismos como la UIF 
y la AFIP para detectar maniobras con testaferros. En este sentido, el proyecto actual 
profundiza y consolida una tendencia previa. El resultado es claro con el foco de la 
regulación que se desplaza hacia actores marginales, dejando fuera a los principales 
protagonistas del mercado de tierras. 
   Este cambio se ve agravado por la eliminación de los instrumentos centrales de la política 
pública. El proyecto deroga los artículos 8, 9 y 10 de la ley vigente, suprimiendo: 
●​ el límite del 15% a la titularidad extranjera sobre el territorio nacional, provincial y 
municipal; 
●​ el límite por nacionalidad dentro de ese porcentaje (30%); 
●​ y el tope de extensión por titular extranjero (1000 hectáreas en zona núcleo), junto con 
los criterios técnicos que ajustaban esa equivalencia según la ubicación y la calidad de las 
tierras o la restricción a que fueran tierras ribereñas o con que contengan cuerpos de agua 
de envergadura. 
   Sin estos umbrales, el Estado pierde su principal herramienta para prevenir procesos de 
concentración y extranjerización a gran escala. 
    Asimismo, se eliminan restricciones específicas sobre tierras con acceso a cuerpos de agua 
y se debilita su articulación con el régimen de zonas de seguridad de frontera. Si bien estas 
últimas continúan reguladas por normativa específica (Decreto-Ley N.º 15.385/1944), su 
desvinculación del régimen general de tierras rurales fragmenta la política territorial y 
reduce su eficacia. En el caso de los recursos hídricos, la consecuencia es más directa: su 
acceso y control quedan crecientemente mediados por el mercado de tierras. 
   Como si fuera poco, a esto se suma la desarticulación de la institucionalidad existente. La 
derogación del artículo 16 elimina el Consejo Interministerial de Tierras Rurales -el órgano 

    



encargado del cumplimiento de la ley-, mientras que la supresión del artículo 5 reduce las 
obligaciones de información por parte de actores extranjeros. En la práctica, esto implica 
menos datos, menor capacidad de seguimiento y mayores dificultades para conocer quiénes 
adquieren tierras y bajo qué condiciones. 
    Por último, si bien se mantiene la prohibición del uso de testaferros (artículo 6), su 
reformulación la vuelve más general e imprecisa, lo que puede debilitar su aplicación 
efectiva o la elusión de la norma como ya se denunció judicialmente en casos de fuerte 
repercusión pública . 6

 

UN MAPA PARA CARTOGRAFIAR EL DESPOJO 
 
   El mapa interactivo de extranjerización de las tierras en Argentina del Observatorio 
de Tierras del PRIHA, presentado en enero de 2026 , significa un adelanto y una valiosa 7

herramienta tecnológica para seguir la problemática. 
   “El mapa interactivo se puso en funcionamiento gracias a un trabajo interdisciplinario y 
en equipo, que articuló los esfuerzos de quienes relevaron la información de base con los 
encargados de la confección y revisión cartográfica. Este proceso colectivo buscó darle un 
‘giro espacial’ a las tensiones territoriales del país, transformando datos oficiales en una 
herramienta accesible y de análisis en tiempo real. El mapa cumple una función interesante, 
porque vino a cubrir un bache que existía entre el debate sobre determinadas 
problemáticas -la información pública, la lectura científica al respecto- y el debate público, 
es decir, el acceso a los datos por parte del conjunto de la ciudadanía. Por eso creemos que 
es una herramienta académica, pero también didáctica y política”, explica el profesor 
de Historia (FFyL-UBA) e investigador Thomas Artopoulos, responsable de la 
implementación de la herramienta del Observatorio del PRIHA.  
      Las bases de datos utilizadas para georreferenciar la información fueron: 
●​ Registro Nacional de Tierras Rurales (RNTR), obtenido a partir de un pedido de 
información pública. 
●​ Glaciares y ambientes periglaciales, mapeados en el Inventario Nacional de Glaciares 
(IANIGLA), creado a partir de la Ley de Glaciares. 
●​ Comunidades indígenas relevadas a través del Registro Nacional de Comunidades 
Indígenas (Re.Na.Ci.), en el marco de la Ley 26.160, derogada por este Gobierno. 
●​ Proyectos mineros, tanto en actividad como en proyección, sobre la base del informe de 
la Cartera de Proyectos Mineros (SIACAM). 
   La profesora de Historia (FFyL-UBA) e investigadora del PRIHA, Gabriela Elías, 
especifica: “En el mapa integramos diversas capas que nos permiten visualizar 
simultáneamente la proporción de tierras extranjerizadas, las zonas de glaciares y ambiente 
periglacial, las comunidades indígenas relevadas y los proyectos mineros, tanto en actividad 
como en proyección. De ese modo, pudimos identificar que, hay 36 departamentos que 
exceden el límite fijado por la ley. Incluso hay casos escandalosos, como, por ejemplo, en el 
departamento de San Carlos (Salta), donde alrededor del 60% de la superficie rural se 
encuentra en manos extranjeras. Cuando cruzamos las capas del mapa interactivo podemos 
ver que en ese territorio se localiza una zona con glaciares de escombros, fundamentales 
para la regulación de las cuencas hídricas de los valles intermontanos. Allí se registran, 

7https://www.perfil.com/noticias/politica/quienes-controlan-la-tierra-en-argentina-un-mapa-
muestra-13-millones-de-hectareas-en-manos-extranjeras.phtml 

 

6https://www.tiempoar.com.ar/ta_article/empresario-confeso-compro-20-mil-hectareas-en-la-patag
onia-con-dinero-de-emiratos-arabes/  
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además, cuatro proyectos mineros previstos y la presencia de dos comunidades indígenas 
con el relevamiento culminado (y cuatro más cuyos trámites no fueron terminados al 
momento de la derogación de la Ley 26.160), lo que configura un espacio donde convergen 
intereses productivos, ambientales y comunitarios. Estos glaciares se ubican en el límite con 
el departamento de Cafayate, que presenta cerca del 23% de su superficie extranjerizada”. 
 

 
Descripción de la imagen: San Carlos, Salta, en el mapa interactivo del Observatorio de Tierras 

 
   En los casos más extremos -aún con la actual ley vigente- donde la extranjerización 
supera el 50%, además de San Carlos, se destacan Lácar (Neuquén), General Lamadrid 
(La Rioja) y Molinos (Salta), todos concentran agua dulce o minerales. A su vez Iguazú 
(Misiones), Ituzaingó y Berón de Astrada (Corrientes), y Campana (Buenos Aires) 
-todas localidades sobre la principal vía fluvial navegable del país, la hidrovía del río 
Paraná- superan ampliamente el 30%. En términos generales, casi el 5% del territorio 
argentino ya está en manos extranjeras, en su mayoría de capitales estadounidenses. 
   Las perspectivas también empeoran a futuro para el relevamiento de estadísticas y 
Artopoulos advierte: “De cara al futuro, la recolección y el acceso a los datos reales se 
pueden dificultar significativamente. Esto se debe al actual contexto de ajuste y 
desfinanciamiento que sufren distintos organismos públicos encargados de estas tareas, y a 
la eliminación de diversos organismos de control. Esto dificulta mantener la base 
actualizada y requiere un trabajo mancomunado de investigadoras e investigadores de todo 
el país que releven las transformaciones espaciales”. 
    En la actualidad el Estado no solo ve reducida su capacidad de regulación, sino 
también la de producción de conocimiento sobre el territorio, lo cual limita sus 
posibilidades de intervención. Sin información, sin articulación institucional y sin 
herramientas técnicas, la posibilidad de orientar políticas públicas se ve y se verá 
sustantivamente restringida.  
  

 
 
 
 
 
 

    



EL ÁRBOL QUE NO TAPA EL BOSQUE NI A LOS GLACIARES 
 

 
 Descripción de la imagen: Gráfica del Sistema Nacional de Monitoreo de Bosques. 

 

   “Desde el punto de vista de la gestión ambiental, independientemente de la estructura o 
composición de la propiedad, resulta fundamental analizar cómo un determinado marco 
normativo puede incidir sobre las herramientas disponibles para planificar, monitorear y 
gestionar territorios ambientalmente estratégicos. El principal aspecto que amerita ser 
evaluado es si las capacidades institucionales para ordenar el uso del suelo, fiscalizar los 
cambios territoriales y producir información pública se mantendrían suficientemente 
fortalecidas. Los territorios ambientalmente estratégicos (como los bosques nativos, 
humedales, áreas de montaña, regiones de frontera, cuencas hidrográficas, lagos 
patagónicos de agua dulce y acuíferos) cumplen funciones esenciales vinculadas con la 
conservación de la biodiversidad, la regulación del ciclo hidrológico, la captura y 
almacenamiento de carbono, la protección de los suelos y la provisión de numerosos 
servicios ecosistémicos. Desde una perspectiva ambiental, estos territorios requieren una 
atención especial debido a su importancia ecológica, social y estratégica, por lo que 
cualquier modificación del marco regulatorio debería analizarse también por sus posibles 
efectos sobre las herramientas que permiten garantizar su conservación y uso sostenible”, 
explica Florencia Chomnalez, Licenciada en Geografía (UBA), Especialista y Magíster en 
Gestión Ambiental de la UNSAM y docente de la Universidad de Buenos Aires (UBA) y 
de la Universidad Nacional de Tres de Febrero (UNTREF).  
   “En Argentina, regiones como el Parque Chaqueño, las Yungas, la Selva Paranaense, los 
humedales del litoral, los Bosques Andino Patagónicos, las áreas de frontera y las 
principales cuencas hidrográficas representan ejemplos claros de esta complejidad 
territorial. Asimismo, zonas con alta disponibilidad de agua dulce, importantes reservas 
minerales y ecosistemas de elevada biodiversidad requieren procesos de planificación y 

    



gestión particularmente rigurosos debido a su relevancia ambiental y estratégica. La 
experiencia demuestra que muchas de estas regiones ya se encuentran sometidas a 
múltiples presiones derivadas de procesos de cambio de uso del suelo, fragmentación del 
paisaje, expansión urbana sobre áreas naturales, degradación de humedales, alteraciones 
en las cuencas hidrográficas, desertificación en regiones áridas y semiáridas, incendios 
forestales y pérdida de conectividad ecológica”, agrega Chomnalez. 

   La implementación de los Ordenamientos Territoriales de Bosques Nativos (OTBN), 
permitió identificar áreas prioritarias de conservación, sectores aptos para distintos usos y 
zonas donde fue necesario compatibilizar producción y conservación. Esta experiencia 
pone de manifiesto que la gestión ambiental requiere integrar información biofísica, 
socioeconómica y territorial para reducir conflictos, mejorar la calidad de las decisiones 
públicas y promover una planificación basada en evidencia científica. 

La consolidación de estos instrumentos requiere, además, continuidad institucional y 
capacidades técnicas sostenidas en el tiempo. Los sistemas nacionales de monitoreo 
ambiental no se construyen de manera inmediata; dependen de equipos especializados, 
metodologías estandarizadas, campañas periódicas de campo, procesamiento sistemático de 
información satelital, articulación entre organismos nacionales y provinciales y series 
temporales comparables que permitan evaluar la evolución de los ecosistemas y orientar las 
decisiones de gestión. 

La experiencia desarrollada por organismos técnicos nacionales, concretamente 
amenazados por los actuales recortes presupuestarios, demuestra que el valor estratégico 
del Estado no radica únicamente en su capacidad regulatoria, sino también en su función de 
generar conocimiento ambiental. La producción sistemática de información pública 
mediante sensores remotos, inventarios de campo y metodologías estandarizadas constituye 
un insumo esencial para la planificación territorial, la evaluación objetiva de las 
transformaciones del paisaje y el seguimiento de los procesos de cambio en el uso del suelo 
con una visión de largo plazo. 
   “Las modificaciones que se realizaron este año a la Ley de Glaciares van en línea con las 
concesiones a la actividad minera, que permiten a las empresas delimitar  las explotaciones 
bajo un control privado de acceso y circulación a esos espacios. La reforma a la ley implica 
un retroceso en la protección ambiental ya que le otorgó a las provincias la potestad de 
eliminar cuerpos de hielo del Inventario Nacional de Glaciares, si consideran que no son 
importantes de proteger. A su vez, habilitó a las provincias a permitir la actividad minera en 
zonas de glaciares o ambiente periglacial, actividad que por su gran impacto en los glaciares 
se encontraba prohibida. Recientemente, organizaciones ambientalistas solicitaron a la 
Justicia el freno a un proyecto minero sobre un glaciar de escombros incluido en el 
Inventario. El proyecto minero Vicuña (cobre, oro y plata), ubicado en San Juan e impulsado 
por las corporaciones BHP y Lundin (de origen australiano y canadiense), ya ingresó al RIGI 
y pretende avanzar sobre una zona protegida por la ley.  Entendemos que todo va en la 
misma línea de entrega de la soberanía nacional con las modificaciones introducidas por 
otras leyes como el RIGI. En concreto, se pueden ver afectados los acuíferos y ríos y el acceso 
al agua de poblaciones locales en zonas cordilleranas y los humedales del país”, indica 
María Laura Isla Raffaele, Magister del Instituto de Estudios Sociales, 
Agroalimentarios, Rurales y Ambientales (FAUBA) y del Instituto de Geografía 
“Romualdo Ardissone” (FFyL UBA).  
 

    



 
Descripción de la imagen: Explotación minera en la zona cordillerana. 

 

 
ACCESO A LA TIERRA Y COMUNIDADES ORIGINARIAS 
 
   “El proyecto de ley en discusión es un paso más en el proceso de concentración de la tierra, 
que lleva décadas. Desde la asunción del Gobierno de Milei, se sucedieron múltiples 
desregulaciones que tienden a facilitarlo más aún, como la derogación de la Ley de Emergencia 
Territorial Indígena (26.160) que suspendía los desalojos sobre tierras comunitarias indígenas, 
el RIGI y el Súper RIGI, el debilitamiento de la protección de bosques nativos y otras políticas 
que fortalecen al capital agrario concentrado ”, explica Fernando González Cantero, 8

Sociólogo, Doctor en Geografía (UBA) e Investigador Asistente del CONICET en el Instituto 
de Geografía de la UBA (Programa de Estudios Regionales y Territoriales). 
 

 
Descripción de la imagen: Agricultores de pequeñas propiedades rurales. 

 

   “En lo referente a las modificaciones de la Ley Nº 26.737 que establece el Régimen de 
Protección al Dominio Nacional sobre la Propiedad, Posesión o Tenencia de las Tierras 
Rurales, las modificaciones propuestas por el Gobierno eliminarán ciertas restricciones a la 
compra, facilitando a los grandes capitales privados extranjeros la adquisición de tierras. Se 
derogan explícitamente los artículos que ponen un tope a la extranjerización del territorio en 
un 15% (de cada provincia, municipio, o entidad administrativa equivalente) y lo que es más 
llamativo aún se eliminan los topes a la compra de tierras en la zona núcleo (cada titular 
extranjero no podía tener más de 1.000 hectáreas). Estas modificaciones, junto a las de la Ley 

8 Anello, M. C., González Cantero, F., Mosca, V. A., Saettone Pase, J. (2024) Rascar la olla. Informe sobre el 
desmantelamiento de políticas agroalimentarias en los primeros meses del gobierno de Milei. Fundación Rosa 
Luxemburgo - CELS.  

 
 

    



de Manejo del Fuego que el proyecto de ley ratifica con cambios de uso, van a promover una 
mayor concentración de la tierra, no sólo por favorecer la compra de miles de hectáreas por 
parte de extranjeros, sino porque la presión sobre la tierra hará subir su precio para adquirir 
tierras en alquiler, impulsando aún más la conducta rentista de los propietarios de la tierra 
nacionales. Y esa voracidad va provocar un desplazamiento de las explotaciones agropecuarias 
de pequeños productores, de la agricultura familiar, campesina e indígena”, agrega González 
Cantero. 
   Se trata efectivamente de un cambio de paradigma, en tanto relega la posibilidad de realizar 
expropiaciones en función de la “utilidad pública”, que ahora sería interpretada de manera 
más restrictiva y con una mayor carga para el Estado en concepto de indemnización. Por otro 
lado, se establece la posibilidad de profundizar los desalojos, tantos de ocupantes, como de 
tenedores precarios y/o comunitarios, algo que podría profundizar la conflictividad social en 
las zonas rurales de avance de la frontera agropecuaria. Es decir, la sanción de este proyecto de 
ley imposibilitaría la puesta en marcha de cualquiera de los proyectos de ley que las 
organizaciones de la Agricultura Familiar, Campesina e Indígena promueven para acceder a la 
tierra ("ProCreAr Rural", presentado por la UTT; “Ley de Protección de los Territorios 
Periurbanos Productivos”, presentada por la actual Federación Rural -ex MTE Rural-; 
“Programa Nacional Marcha al Campo, promovido por la UTEP y el Movimiento Evita; entre 
otros) o hacer efectivo el Banco de Tierras que promueve la Ley de Reparación Histórica de la 
Agricultura Familiar, Campesina e Indígena (artículo 16 de la Ley N° 27.118/2014). 
  En el debate sobre este proyecto no solo está en juego un problema ambiental o 
productivo -que por sí mismo resulta fundamental-, sino todo un campo de tensiones 
territoriales donde se entrecruzan al menos cuatro procesos estructurales: la disputa por 
recursos hídricos estratégicos, la expansión de actividades extractivas de gran escala, la 
creciente presencia de capital transnacional en el control de la tierra y los conflictos 
territoriales vinculados a comunidades indígenas, tal como se evidencia semana a 
semana en distintas regiones del país.  
   El acampe y la movilización de la comunidad wichí en Nueva Pompeya (Chaco), o la 
restitución de tierras a la comunidad diaguita en Cachi (Salta), son solo algunos de los 
conflictos por tierras que están en curso actualmente y todo indicaría que las tensiones y 
protestas tenderán a incrementarse. 
   Esta política resulta una continuidad de gobiernos anteriores, al punto de que en 2017, en 
Cushamen, Chubut, la Gendarmería Nacional, dirigida en aquel entonces por Patricia Bullrich, 
tuvo una más que cuestionada implicación directa en la desaparición y muerte de Santiago 
Maldonado, en el marco de la represión de una protesta de la comunidad indígena local, que se 
oponía a la expropiación de sus territorios. Este departamento chubutense fue uno de los focos 
de los incendios forestales recientes y cuenta con más de 370 mil hectáreas en manos 
extranjeras, particularmente de capitales italianos. Su titularidad corresponde 
fundamentalmente a la familia Benetton, a través de la Compañía de Tierras Sud Argentino, 
que supera ampliamente el máximo establecido por la Ley de Tierras. Como ejemplo tangible 
del entrecruzamiento de problemáticas e intereses, Cushamen posee más de 13 mil hectáreas 
de glaciares; actualmente hay cuatro proyectos mineros en actividad (de turba y arena) y 
existen varias decenas de comunidades indígenas, trece de las cuales cuentan con el 
relevamiento concluido por el Re.Na.Ci.  
    “Argentina ya tiene antecedentes de escenarios de conflictividad socioambiental por la venta 
de tierras priorizando el derecho de inviolabilidad de la propiedad privada por sobre los 
derechos de pueblos originarios, o el acceso a los cuerpos de agua, como ha sido el caso del 
Lago Escondido, en la provincia de Río Negro. El proyecto de ley presentado tiende a 
profundizar este tipo de escenarios, agravando la situación. Podrían verse seriamente 
comprometidas áreas de reconocido valor ambiental como la región andino-norpatagónica, 

    



donde existen cinco parques nacionales, además de ser Reserva de Biósfera de la UNESCO, 
hotspot de biodiversidad, área de importancia para la conservación de las aves, y zona roja de 
la Ley de Bosques. Particularmente se trata de una región con antecedentes de conflictos 
socioambientales que aún no han sido institucionalmente resueltos”, advierte Juan Francisco 
Mereb, docente universitario, Licenciado en Geografía (UBA) y Magister en Gestión 
Ambiental (ITBA). 
   En síntesis, en la actualidad están abiertos un sinnúmero de disputas territoriales entre 
comunidades indígenas que buscan mantener sus derechos y empresarios nacionales y 
extranjeros que, apoyados por los gobiernos locales, utilizan todos los medios a su alcance para 
desplazarlos y apropiarse de sus espacios.  
   Por otro lado, con una habilidad sofística para retorcer los argumentos e intentar 
desinformar a la opinión pública, el Gobierno, se apoya discursivamente en la Constitución 
Nacional, en particular en el Preámbulo y en los artículos 20 y 25, que garantizan la igualdad 
de derechos civiles para los extranjeros (que por cierto no están disminuídos ni amenazados). 
Dichos artículos se remontan a la Constitución sancionada en 1853 y prácticamente no se 
modificaron en la reforma de 1994. En este sentido, se observa un desplazamiento en el sujeto 
al que originalmente interpelaba ese tipo de disposiciones constitucionales. En su formulación 
histórica, dichos artículos estaban orientados a promover la llegada de inmigrantes para que se 
establezcan, habiten y trabajen en el país, conformando una parte sesgada del imaginario del 
mito fundacional de Argentina. En el contexto actual, su utilización habilita la expansión de 
grandes capitales extranjeros, cuya lógica de funcionamiento difiere sustantivamente de 
aquellos tiempos y solo apunta a la concentración favorable a grandes capitales al margen de 
los objetivos de desarrollo nacional. 
   Con la aprobación del proyecto, el panorama se agravaría: se incrementa la presión sobre la 
tierra, se agudiza la disputa por el acaparamiento de este recurso fundamental, los precios 
probablemente tenderían a subir y las expropiaciones a las comunidades se multiplicarían, 
paradójicamente amparadas en el discurso del resguardo de la propiedad privada. 
 

NO SE SALVA NADIE: EL DRAMA DE LOS DESALOJOS COMPULSIVOS 
 
  Lejos de fortalecer derechos ciudadanos, el proyecto de Inviolabilidad de la Propiedad 
Privada abre el territorio a una lógica de mercado sin resguardos suficientes y en cuanto a 
desalojos y ocupaciones crea un proceso de “desalojo exprés” para recuperar propiedades de 
forma rápida.  
   Una de las bases de la polémica a ser destacada es que la propiedad ya es inviolable en 
la Argentina desde 1853: lo dice el artículo 17 de la Constitución, con todas las letras. 
Nadie discute eso y el proyecto no agrega nada. El cambio está en otro lado: en qué 
límites admite ese derecho y, sobre todo, en quién tiene que dar explicaciones cuando 
esos límites se aplican. 
    “El desalojo anticipado no lo inventa este proyecto. El artículo 680 bis del Código Procesal 
-incorporado por la Ley 24.454, en los años noventa- ya permite que un juez ordene entregar el 
inmueble de inmediato cuando la demanda es contra un intruso y el derecho del que reclama 
parece creíble. El artículo 684 bis -agregado después, por la Ley 25.488, de octubre de 2001- 
extendió esa vía a los casos de falta de pago y vencimiento de contrato, con una condición: 
depositar plata en el juzgado. Es decir, ya se podía desalojar sin sentencia firme. Entonces, 
¿qué cambia? Hoy el desalojo no tiene un trámite único: cada juez elige entre el largo y el corto. 
En los hechos tarda entre 18 y 24 meses cuando la causa es falta de pago, y más de tres años 

    



contra intrusos. Y esa estimación no es de los inquilinos: la hace el propio sector propietario . 9

El proyecto impondría el trámite más corto que existe, siempre, y fijaría un juicio de diez días 
hábiles”, explica María de la Paz Toscani, investigadora del Centro de Estudios Urbanos y 
Regionales (CEUR) del CONICET, docente y Doctora en Ciencias Sociales (FSOC-UBA).   
    “Lo demás cambia mucho. Sacar a la gente de la casa antes de que haya sentencia hoy es 
excepcional: los jueces lo aplican con prudencia, porque si después del juicio se pierde el daño 
ya no se repara. El proyecto fija un plazo de cinco días para ordenarlo, con que el derecho del 
que reclama parezca creíble. La garantía que debe dejar quien pide esa medida pasaría de un 
depósito de dinero en el juzgado a una promesa firmada, sin plata detrás. Podría pedir el 
desalojo no ya quien tenga derecho a usar y gozar del inmueble, sino cualquiera que invoque 
‘un derecho o interés legítimo afectado’. Las pruebas admitidas se reducirían a papeles y 
peritajes. Y la inspección judicial, que hoy tiene cinco días de plazo (art. 680 ter), pasaría a 
hacerse en 72 horas, con la obligación de anotar nombre, apellido y DNI de cada ocupante”, 
agrega Toscani.  
   La gestión libertaria posee antecedentes regresivos en materia habitacional. Desde que el 
DNU 70/2023 derogó la Ley de Alquileres (que tampoco resultó satisfactoria en la resolución del 
problema) no hay plazo mínimo de contrato, ni índice para actualizar, ni moneda definida. En 
2025, el 57% de los hogares inquilinos destinó más de la mitad de sus ingresos al alquiler: casi 
20 puntos más que en 2024 . Desde diciembre de 2023 la inflación general fue del 209%, 10

mientras que los alquileres subieron 423%. Sobre esa población vulnerada es sobre la que se 
acelera la expulsión. 
 

 
Descripción de la imagen: Desalojo compulsivo en CABA en 2026. 

 

   Como ejemplo, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires gobernada por el PRO de Jorge Macri 
el discurso del “orden y limpieza” está muy instalado y, de hecho, actualmente se realiza 
propaganda oficial con gigantografías sobre los desalojos. Creció con fuerza el desahucio por 
“riesgo de derrumbe”, que no se presenta como un desalojo sino como una medida de 
protección: una inspección constata -o presume- problemas estructurales, se clausura el 
inmueble por seguridad y se desaloja a quienes viven ahí . La normativa lo reservaba para 11

situaciones excepcionales; en los hechos se volvió una herramienta de gestión cotidiana, 
concentrada en las comunas centrales y acompañada de discursos de renovación y 
recuperación de esas mismas zonas. Mientras esta ley acelera el desalojo civil, el gobierno 
porteño ya venía avanzando por un carril propio. 
   “La articulación entre el Gobierno porteño y el nacional se advierte en un sentido 
común compartido: el que traduce ocupante por usurpador y usurpador por delincuente, 

11 Ibid. 

10 Centro de Estudios Legales y Sociales. (2026). Proyecto de inviolabilidad de la propiedad privada. 
Restricción del derecho al ambiente y la vivienda. CELS.  

9 Abatti, E. L. e hijo. (2026, 28 de abril). Ley: ¿Inviolabilidad de la propiedad privada? Reporte Inmobiliario. 
https://www.reporteinmobiliario.com/article5806-ley-inviolabilidad-de-la-propiedad-privada 

    



y convierte un problema de vivienda en un problema de seguridad. La reforma no 
inventa ese sentido común. Lo escribe en el Código. La coyuntura actual da cuenta de un 
fuerte fenómeno de desplazamiento: se expulsa a la población de bajos ingresos de las 
zonas centrales de la Ciudad donde el suelo empieza a valer más, y se la busca 
reemplazar para generar usos más rentables. Aparece aquí fuertemente la idea de ‘merecer 
la ciudad’ que tan fuertemente se marcó en la dictadura y en las distintas políticas de 
erradicación de villas y expulsión de sectores populares de la Ciudad”, considera Toscani. 
 
ESTADO DE SITUACIÓN Y PROPUESTAS A FUTURO 
 
   En conclusión, la iniciativa del proyecto de Ley de Inviolabilidad de la Propiedad 
Privada habilitará la compra, por parte de inversores extranjeros, de la totalidad del 
territorio nacional . Detrás de la narrativa de la defensa irrestricta de la propiedad privada, 12

el Gobierno impulsa una redefinición del régimen de la tierra que facilita el ingreso del capital 
extranjero sobre territorios que concentran recursos estratégicos para el país, en una discusión 
que excede ampliamente el derecho de propiedad y atenta de manera violenta contra la 
soberanía. 
    Oberlin considera: “Este Gobierno tiene un plan sistemático e integral para 
convertirnos en un enclave colonial, un plan que está anclado en cuatro pilares: en primer 
lugar, el industricidio y el abaratamiento de la mano de obra. En lo que va de la gestión ya 
cerraron más de 26 mil fábricas. Y en la misma clave hay que leer la reforma laboral, que 
avanza sobre derechos conquistados hace más de 80 años. El segundo pilar es la destrucción de 
las capacidades estatales: el ataque a las universidades, al CONICET, a los Parques Nacionales, a 
la CNEA, el INTI, el INTA, al Servicio Meteorológico Nacional y a las agencias territoriales del 
Ministerio de Trabajo...El tercer pilar es la entrega de nuestros recursos nacionales. En esta 
clave hay que leer el intento de modificación de la Ley de Tierras y de la Ley de Manejo del 
Fuego, la derogación de la Ley de Relevamiento de las Comunidades Indígenas y la 
modificación de la Ley de Glaciares. Y, por último, el cuarto pilar son los beneficios a las 
grandes corporaciones extractivistas: el RIGI, el Súper RIGI, y la concesión de las 
hidroeléctricas y de la Hidrovía del Paraná”. 
   Volkind añade: “La extranjerización de la tierra no puede pensarse únicamente como un 
fenómeno económico o inmobiliario. Forma parte de procesos más amplios de apropiación 
y gestión de recursos estratégicos, en un contexto internacional marcado por la disputa 
entre las grandes potencias por los recursos naturales, la concentración de la propiedad y 
el acceso a bienes estratégicos como el petróleo, el litio o el agua. En este escenario, las 
transformaciones normativas recientes adquieren especial relevancia. La política del actual 
Gobierno nacional, y su alineamiento y entrega al poder estadounidense, nos remiten a la 
posición de la oligarquía argentina con respecto al poder británico, encarnada en Julio 
Argentino Roca entre fines del siglo XIX y comienzos del XX. Por eso, junto a decenas de 
organizaciones políticas, sociales y sindicales estamos convocando a una jornada de 
visibilización del problema para el 29 de julio y una gran marcha al Congreso Nacional 
para el 6 de agosto, día en que se trataría nuevamente el proyecto del Gobierno. El 6 de 
agosto, la propuesta consiste en realizar un  gran banderazo nacional y movilizarnos con 
la camiseta de Argentina para demostrar nuestra oposición a la extranjerización de la 
tierra de nuestro país”.  
   Toscani concluye: “Ante el actual panorama de la expulsión de sectores populares de las 
ciudades, las respuestas colectivas se fueron haciendo visibles en los últimos meses. El rol de 

12 https://www.pagina12.com.ar/2026/01/13/quieren-poner-el-pais-a-la-venta-2/ 
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las organizaciones sociales y los organismos de derechos humanos resulta clave en este 
proceso. También se hace necesario la articulación comprometida de partidos políticos y 
distintos sectores como organismos de defensa y la participación de la academia con una 
función social”.    
    Estos momentos de orgullo nacional por la Selección de fútbol deben servir de ejemplo 
e impulso para ponernos la camiseta y resistir la entrega y el despojo del país que intenta 
acelerar la gestión libertaria. Concientizar será la tarea. La Patria no se vende, se 
defiende.  
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Observatorio Universitario de Buenos Aires 
ouba@filo.uba.ar 
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